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I. Objetivo 

El objeto de este trabajo es ahondar en algunos aspectos de la relación entre el principio de moralidad procesal y los deberes de los jueces desde una perspectiva garantista y con esta base intentar un análisis crítico del Código Civil y Comercial de la Provincia de Córdoba.

II. Moralidad

Según la Real Academia, “Moral” es “la ciencia que trata el bien y el mal de las acciones humanas”
. 

¿Pero cual es el contenido de la moral? La respuesta no es fácil, el concepto adolece de una enorme vaguedad. 

Cuando los hombres predicamos la moralidad o inmoralidad de tal o cual acción, lo hacemos partiendo de un modelo axiológico, el cual aplicamos a una situación concreta. Predicar el bien, el mal, la justicia, la injusticia, de una determinada acción implica considerarla desde una perspectiva, constituida por el conjunto de valores, creencias, 

experiencia del juzgador. Todo esto dará lugar a un paradigma desde el cual se medirán las acciones propias y las de los demás. 

Como paso previo a cualquier análisis, considero necesario detenerme en algunos puntos para delimitar que es lo que entiendo por moralidad en lo que se refiere al proceso. Se trata de establecer criterios sobre el bien y el mal, lo que en definitiva, es indagar la última raíz ideológica de un ordenamiento jurídico para analizar un fenómeno concreto, la conducta del juez dentro del proceso. 

III. Constitución Nacional, Moralidad y Legitimidad

Lo que me interesa es remarcar la importancia, que desde una perspectiva sociológica tiene el hecho de que una determinada institución jurídica esté respaldada por un contenido moral, mientras más estrecha sea esa vinculación más importante será la legitimidad alcanzada por la norma. 

Hablamos de legitimidad,  de la mayor aceptación social que conlleva el hecho de que las leyes sean acordes a la moralidad de la sociedad, conformada ésta por el conjunto de valores y creencias de la comunidad acerca de lo que está bien o mal respecto a una determinada situación. 

Todo ordenamiento jurídico da por sobreentendido y preexistente un criterio ético moral en el cual se basa dicho ordenamiento, criterio que lógicamente se encuentra institucionalizado en la CN. Se trata de un fenómeno complejo y resultaría demasiado ambicioso intentar agotar el tema, sin embargo me interesa destacar que la Carta Magna no se limita a ser la base del ordenamiento jurídico sino que es, en gran medida, formadora de la conciencia colectiva de lo que debe ser, de lo que debe esperarse del sistema de justicia. 

Me atrevo a afirmar que el ciudadano común, sin conocer la ley a fondo, tiene conciencia de que en la CN están consagradas garantías fundamentales y directamente vinculadas al proceso. El paradigma institucionalizado en la CN se aprende, normalmente, en los niveles inicial y medio de la educación. Tal vez esa persona no sepa ni el plazo ni los requisitos para contestar una demanda, ni que implicancias pueden tener el mal uso de medidas para mejor proveer, pero seguramente sabe que previa condena deberá llevarse adelante un juicio donde lógicamente tendrá derecho a recibir igual tratamiento que la contraparte, etc. En definitiva que existe todo un sistema de garantías que lo protegen de la arbitrariedad, del autoritarismo, y naturalmente espera que funcionen. Visto el derecho como reglas que posibilitan la convivencia, es (o debería ser) fruto del sentido común, es decir que partiendo de ese conjunto de valores y creencias institucionalizados, debería ser fácilmente comprensible desde la razón.

Sin embargo, en lo que se refiere al proceso, y utilizando conceptos de la doctrina constitucional, la Constitución Formal guarda una enorme distancia ideológica con lo que es la Constitución Material, contaminada esta última por un autoritarismo que es precisamente lo contrario a lo querido como bueno por el constituyente.

Esta discordancia contribuye a que la justicia se transforme en un fenómeno incomprensible, oscuro, a los ojos del ciudadano y esto constituye un factor sumamente importante a la hora de explicar el descreimiento y la crisis de legitimidad de la justicia. 

No se trata de encerrarnos en una interpretación simplista de la realidad, resumiendo todos los males del sistema en uno, sino de intentar un aporte sobre este aspecto. Por otra parte, la Constitución consagra, a la par de ideales libertarios, otros que se identifican con el Estado Social de Derecho, y que no deben dejar de aplicarse al proceso, por ejemplo el acceso a la justicia, debe hacerse efectivo, pero implementándolo de  forma que no llegue a retacear otros principios fundamentales. 

La interpretación de la CN, a la hora de reglamentar el proceso, debe realizarse de una manera conciliadora en sus principios, tratando de que todos tengan vigencia, pero con prudencia, sin llegar a desvirtuar alguno en pos de la aplicación de otro, ya que eso sería contraproducente. Esta última observación me parece, también valida en cuanto a la conducta que deben guardar los jueces, ya que los principios y directivas constitucionales pueden quedar, como enseña Benabentos, anulados “...mediante prescripciones normativas (incluidas promiscuamente en los códigos de rito), inspiradas en una filosofía inquisitorial, por ende contraria a los mandatos constitucionales libertarios”
. Y también, por una formación autoritaria en los operadores judiciales, lo que atenta, actual o potencialmente, contra el derecho que tiene cada uno de los ciudadanos a un proceso justo, al proceso debido. Así, ante una norma procesal que sea susceptible de interpretarse en más de un sentido, el juez debería realizar esa interpretación dentro de los parámetros que marca la ideología constitucional en lo que se refiere al proceso.
El modelo garantista propone un estricto encauzamiento del proceso en la letra y el espíritu de la constitución, una propuesta que, si tenemos en cuenta la observación anterior, no deja de contribuir en alto grado a la legitimidad del  sistema. 

IV. El Principio de Moralidad en el Proceso

“El principio de moralidad procesal: si la razón de ser del proceso es la erradicar toda suerte de fuerza ilegítima dentro de la sociedad, no puede siquiera concebirse que el legislador norme un medio de debate en el que pueda ser utilizada la fuerza bajo la forma de atraviesa artería o traición. De ahí que la regla moral debe presidir el desarrollo del proceso, al igual que debe hacerlo en todos los demás actos de la vida jurídica”
.
El principio de moralidad impone la recepción legislativa de imperativos éticos en las distintas figuras procesales, y fundamentalmente debe orientar la conducta de los sujetos procesales, entre ellos el juez. 

Así encontramos que los códigos establecen sanciones a las partes cuando incurren en conductas alejadas al deber de lealtad, probidad, buena fe. Sin embargo, al momento de vincular el principio a los deberes de los jueces, no siempre resulta fácil determinar su contenido y alcance. Me parece interesante abordar este aspecto desde el punto de vista de la ética.

V. Ética  y Moralidad Procesal

En un sentido estricto, “lo ético refiérese a los actos humanos, a sus objetivaciones y a las normas que constituyen determinado sistema de conducta moral”
.
Creo que el principio de moralidad procesal, puede ser estudiado desde un punto de vista más específico, el de la ética de los sujetos procesales. Es decir, la conducta que, de acuerdo a la moralidad, debe esperarse de quienes actúan el proceso. 
El sistema garantista entiende al proceso como “fenómeno jurídico que enlaza a tres sujetos, dos de ellos ubicados en situación de igualdad y el otro en la de imparcialidad”
. Dos iguales (y parciales) debaten frente a un tercero imparcial, impartial e independiente. La posición que a cada uno de los sujetos corresponde dentro de ese esquema determinará, en gran medida, la conducta a esperarse de cada uno de ellos.  

Respecto al juez, debe ser imparcial, es decir no tener un interés jurídico directo o indirecto en el ligio, e independiente, es decir libre de injerencias o presiones de los otros Poderes de Estado. La nota de impartialidad apunta a la subjetividad del juzgador, a mantenerlo en el vértice de ese triángulo equilátero del que habla Alvarado Velloso, ya no se habla de la injerencia de los otros poderes o de un interés jurídico que el juez pueda tener en la cuestión, sino de que la simpatía o la animosidad respecto a alguna de las partes no logren desviarlo de lo esencial de su función, ser un tercero que dirige la discusión y que, eventualmente, resolverá el litigio. Por referirse a una cuestión interna del juzgador, más difícil todavía de asegurar que la imparcialidad y la independencia, es que la impartialidad está tan estrechamente vinculada a la ética del juez, y se torna crucial para que ese debate conserve el carácter de proceso.

VI. Juez

Al juez le está confiada la protección del honor, la vida, los bienes de los ciudadanos, por eso “se le exigen condiciones especiales para desempeñar el cargo y se le rodea de garantías para asegurar su independencia, pero también se castiga su inconducta con severas sanciones. Los jueces tienen vedada la realización de determinados actos que pueden dar lugar a dudar de sus cualidades de imparcialidad, impartialidad, e independencia, que configuran, con otras tantas, incompatibilidades en el ejercicio de la magistratura”. 

“En la sujeción del juez a la Constitución y en su papel de garante de los derechos fundamentales establecidos, está el principal fundamento de la legitimidad de la jurisdicción”
, legitimidad que  hoy se encuentra menoscabada en alto grado, y a la que me referí anteriormente. 

Una “moralidad” entendida desde el autoritarismo puede llegar a conspirar contra el debido proceso estatuido por la CN, o sea, contra un debate jurisdiccional en el que se les garantice, entre otras cosas, un juez auténticamente imparcial, impartial e independiente que lo dirima. 

La vinculación del principio con los deberes de los jueces, entiendo, debemos buscarla en que el papel de estos debe tender siempre a asegurar las garantías constitucionales, manteniéndose en una posición auténticamente imparcial, impartial e independiente respecto de las partes, y cuidando que los demás sujetos procesales no incurran en conductas reñidas con la probidad, lealtad y buena fe que debe existir en el proceso. La protección del honor, la vida, los bienes del ciudadano, debe realizarla el juez siempre dentro del marco que la naturaleza de su función instaura, cuidando de no extralimitarse, por mejor intencionado que sea su accionar. Respecto a esto último, la nota de impartialidad es fundamental.

VII. Deberes de los Jueces

Deber es el imperativo jurídico que ordena una conducta positiva o negativa del juez cuya omisión lo hará pasible de algún tipo de sanción (sea de carácter disciplinario o penal) o responsabilidad. La ley vuelve no optativa la conducta del juez. No hay actividad volitiva del juez porque la ley determina imperativamente su actuación. 

Tal es que los jueces y magistrados tendrán responsabilidad por los perjuicios que causen a las partes, cuando procedan con dolo, fraude o abuso de autoridad, cuando omitan o retarden injustificadamente una providencia o la sentencia correspondiente al litigio. Por desatino o desacierto en la fundamentación de sus fallos, Por actuar con error inexcusable, salvo que hubiese podido evitarse el perjuicio con el empleo del recurso que la parte dejó de interponer.

Respecto de las sanciones disciplinarias, en Córdoba es el Superior Tribunal de Justicia el encargado de aplicarlas cuando consisten en un apercibimiento o multa (Art. 166 C. Cba inc. 6). es una atribución directamente relacionada con la función de superintendencia (control), que puede delegar en parte a los tribunales de mayor jerarquía de una región o circunscripción judicial por razones de descentralización. La remoción del magistrado solo puede decretarla un juri de enjuiciamiento.

Las causales de estas sanciones disciplinarias están directamente relacionadas con la falta de cumplimiento de los deberes funcionales esenciales de los jueces (mal desempeño, negligencia grave, morosidad en el ejercicio de sus funciones, desconocimiento inexcusable del derecho, supuesta comisión de delitos).

1. Deberes funcionales esenciales. Su imperatividad deviene de la propia función y cada uno es una aplicación concreta o derivado lógico del principio de moralidad procesal.

· Independencia. Recíproco intercontrol de los poderes. Sin ella no hay actividad jurisdiccional, y sin esta no hay proceso.

· Imparcialidad. Se da cuando el juez actúa sin interés propio en el proceso. 

· Lealtad. Expresar a los litigantes las razones que impiden su actuación, mantener discreción en el desarrollo del proceso para evitar el strepitus fori, no adentrarse en la intimidad de las partes.

· Ciencia. Entendida como una continua labor de investigación, de perfeccionamiento. (LOPJ art. 12 inc. 19)

· Diligencia. La justicia tardía no es justicia.  

· Decoro. Honor, respeto, consideración reciproca entre el juez y las partes. La sentencias deben tener la autoridad moral de la propia persona del juez. 

2. Deberes funcionales legales. Su imperatividad deviene de la política legislativa imperante en el momento en miras a una eficiente prestación de servicio. (Juramento LOPJ art. 6, Residencia, Asistencia a su despacho LOPJ art. 12 inc. 6, Suplencia, Ausencia de causales de incompatibilidad).

3. Dentro del proceso los jueces tienen múltiples deberes que admiten clasificarlos en deberes de dirección, relacionados con el procedimiento y los atinentes a los sujetos intervinientes. Se encuentran relacionados al principio de moralidad:

· Declarar la temeridad o malicia de las partes o de sus abogados.

· Prevenir, sancionar y remediar los actos contrarios a la dignidad de la justicia, a la lealtad, probidad y buena fe que debe observarse en el proceso, lo mismo que el fraude procesal. 

Para poder cumplir los distintos deberes en relación a la manutención del orden y la dignidad en la impartición de justicia que la ley impone los jueces tienen distintos poderes disciplinarios o sancionatorios: 

· Expulsar de las audiencias y diligencias a quienes las perturben

· Ordenar que se teste toda frase injuriosa o redactada en términos indecorosos u ofensivos.

· Ordenar la devolución de los escritos irrespetuosos para con los funcionarios partes o terceros.

· Sancionar con pena de multa a quienes le falten el debido respeto en el ejercicio de sus funciones o con motivo de ellas 

· Aplicar las correcciones disciplinarias autorizadas por la Ley Orgánica. La falta de cumplimiento dentro del plazo que se fije y quedar la resolución que las impulsó, será considerado falta grave y desobediencia 

· Certificar lo conducente a un juez del ramo penal, cuando las partes faltaren a al verdad e incurrieren en delito de perjurio y los testigos en falso testimonio 

· Decretar la privación de honorarios al profesional que hubiese actuado con ignorancia, culpa, dolo descuido o negligencia o mala fe en la defensa de su cliente, sin perjuicio de la responsabilidad civil o penal que corresponda.

Sanciones conminatorias: Los jueces o tribunales podrán imponer sanciones pecuniarias compulsivas y progresivas (o astreintes) a las partes y terceros legitimados, con la finalidad que cumplan con sus mandatos, cuyo importe será a favor del litigante perjudicado por el incumplimiento. Las condenas se graduarán en proporción al caudal económico de quien deba satisfacerlas y podrán ser dejadas sin efecto, o ser objeto de reajuste, si aquel desiste de su resistencia y justifica total o parcialmente su proceder.

Así dispone el Código Procesal Civil y Comercial de la Provincia de Córdoba:

ART. 56: ATRIBUCIÓN DEL TRIBUNAL. El magistrado llamará a la cuestión al que notoriamente se separe de ella en su informe, o incurra en divagaciones impertinentes o innecesarias, y si éste persistiese después de haber sido advertido dos veces, podrá retirársele la concesión de la palabra.

ART 57: PODER DE POLICÍA. Los tribunales tienen el deber de mantener el orden de las audiencias, pudiendo aplicar las sanciones autorizadas por la ley, así como también imponer arrestos hasta por ocho días, sin perjuicio de los apremios de derecho por medio de la fuerza pública.

ART 74: MULTA POR RETENCIÓN. Tanto el que hubiere recibido el expediente como el tercero, pagarán a la contraparte tres jus de multa por cada día de demora en devolverlo después de que les hubiere sido requerido, aparte de las costas judiciales. Si el expediente hubiera sido retirado por un procurador o abogado, la medida se pondrá en conocimiento del Tribunal Superior de Justicia o del Tribunal de Disciplina de Abogados, según corresponda.

ART 83: PROBIDAD Y BUENA FE. Las partes, sus letrados y apoderados , deberán actuar en el proceso con probidad y buena fe. El incumplimiento de ese deber, o la conducta manifiestamente maliciosa, temeraria, dilatoria o  perturbadora será sancionada, a petición de parte, de la siguiente forma:

· Si se tratare de la parte, con una multa de hasta el treinta por ciento del valor económico del litigio, o de hasta cien jus en el caso de que no lo tuviere.

· Si se tratare del abogado o procurador, con una multa de hasta el treinta por ciento del máximo de los honorarios posibles para el tipo de actuaciones de que se trata.

La sanción que será dispuesta en la resolución que pone fin a la instancia o al juicio, podrá ser aplicada a la parte a su letrado patrocinante , a su apoderado,  o a todos conjuntamente, y lo será a favor de la contraparte.

La resolución será recurrible. 

ART 84: INCUMPLIMIENTO DE LA SANCIÓN. La falta de pago de las multas previstas en éste Código, dentro de los diez días de notificada la resolución firme que las imponga, producirá los siguientes efectos, sin perjuicio de lo dispuesto en el art. 801 inc. 1:

· Si la sancionada fuese la parte, los previstos en el art. 134

· Si lo fuere el abogado, la suspensión de la matrícula, que se mantendrá hasta el cumplimiento de la sanción. Una y otra circunstancia se comunicarán al TSJ, al T de Disciplina y al Colegio de Abogados que corresponda

· Si lo fuese al procurador, los del inciso anterior, con comunicación al STJ.

ART 137: EXENCIÓN DE COSTAS. El Ministerio Fiscal y los asesores letrados no serán condenados en costas por las actuaciones que promuevan o por los recursos que entablen en el cumplimiento de sus funciones, aunque sean desestimadas por los tribunales, salvo notoria malicia de parte de dichos funcionarios, en cuyo caso la condenación se entenderá hecha a ellos personalmente.

ART 160: SANCIONES. El que notifique o haga notificar ilegalmente una providencia o resolución incurrirá en una multa a favor de la parte perjudicada, que graduará el tribunal hasta un máximo de 100 jus, sin perjuicio de la responsabilidad civil o penal que pudiere corresponderle o de cualquier otra medida que se adopte en su contra por vía de  superintendencia. 

ART 214: LITIGANTE MALICIOSO. Cuando apareciere que el plazo de prueba ha sido solicitado con el objeto de demorar la causa, el que lo hubiere obtenido deberá ser condenado en la sentencia al pago de costas y gastos ocasionados por las diligencias probatorias, sin perjuicio de los dispuestos en el art. 83.

ART 301: MEDIDAS DISCIPLINARIAS. Si alguno de los litigantes interrumpiera al testigo en su declaración o alterase el orden de otra manera, podrá ser multado conforme a lo dispuesto en por la LOPJ, previo apercibimiento del tribunal.

ART 313: FALSO TESTIMONIO. Si las declaraciones ofrecieren indicios graves de falso testimonio, el tribunal podrá decretar, acto continuo, la detención de los presuntos culpables y remitirlos, junto a los antecedentes del caso, a disposición de la justicia penal.

VIII. Análisis Crítico 

A primera vista, el principio de moralidad en el Código se manifiesta de manera expresa respecto a la conducta de las partes, a través de la imposición de sanciones, cuando implique un alejamiento de los deberes de lealtad, probidad y buena fe. 

La buena fe consiste, desde un punto de vista psicológico, en ignorar, con base en cualquier error o ignorancia, la ilicitud de una conducta jurídica procesal. Conceptualizada desde la ética, el sujeto que opera en virtud de una situación de ignorancia, debe hacerlo habiendo tomado, además, las medidas que aconseja la diligencia socialmente exigida. En otras palabras debe haber actuado con cuidado, rapidez, esmero en el desempeño de su función. En el otro extremo actúa con malicia quien litiga a sabiendas de su falta de razón, o asumiendo actitudes procesales tendientes a entorpecer la marcha del litigio. Y se entiende como temeraria la actitud de demandar o de oponerse a la demanda a sabiendas de su falta de razón.

Se vinculan a los deberes de los jueces, ya que estos tienen la tarea de prevenir y sancionar estas conductas y cuidar el orden y el decoro de los juicios (Ese es el sentido de la mayoría de los artículos transcriptos supra). 

El código no hace referencia expresa a la conducta de los jueces (no se encuentran artículos que hablen de temeridad, malicia o buena fe del juez), sin embargo lo contempla en numerosas disposiciones de manera implícita.

Me explico, la posición que a los sujetos corresponde dentro del proceso determinará, en gran medida, la conducta a esperarse de cada uno de ellos. Así el abogado que interviene en un proceso, debe mantenerse dentro de los límites que marca la ley. Dentro de esos límites debe defender, de la mejor manera, los intereses de su cliente. La ética exige al abogado parcialidad en el proceso, el abogado es un auxiliar de la justicia, pero además es el profesional en el cual su cliente ha confiado y le debe lealtad.

De la misma manera el contenido de la moralidad de los jueces se vincula a su condición de  imparcialidad, independencia e impartialidad.

Tanto la Constitución como el CPC erigen normas tendientes a afirmar esta condición en el juzgador. La imparcialidad se asegura mediante la inclusión de causales de excusación y recusación con causa. Los art. 16 y ss. del CPC de Córdoba establecen expresamente los supuestos en que proceden.

La independencia mediante las garantías constitucionales de intangibilidad de la remuneración e inamovilidad. 

Respecto a la impartialidad, son los abogados de las partes, quienes deben asegurar esta condición en el juzgador, en ese sentido la recusación sin causa, es un arma sumamente valiosa a la hora de asegurarse la impartialidad del juez y con ello un verdadero proceso. 

Se trata de un recíproco intercontrol de la moralidad, el que deben realizar los sujetos procesales. No es una tarea que exclusivamente corresponda al juez, sino que los abogados de las partes deben, en gran medida, realizar el control de la moralidad en el proceso, respecto de la contraparte y respecto del juez. En el CPC encontramos disposiciones, por ejemplo, instituidas para remediar o prevenir la dilación injustificada del proceso por parte del juez, y a los abogados corresponde su utilización llegado el caso (art. 121 a 126). De esta forma, si nos preguntáramos a quien corresponde el control de la moralidad de las partes. Encontraremos que el juez debe cuidar el correcto desarrollo del proceso (buen orden, decoro, etc.), pero de la misma manera, a los abogados de las partes corresponde controlar a la contraria, ya que las sanciones a conductas reñidas con el deber de lealtad, probidad o buena fe funcionan a petición de parte (art. 83 del CPC).

Respecto a la posibilidad de que exista una  actividad dilatoria del juez, es de llamar la atención respecto de las medidas para mejor proveer, ya que conllevan un efecto suspensivo del dictado de sentencia, además de la pérdida de imparcialidad. Estas situaciones, pueden atentar contra el principio de moralidad en más de un aspecto, así la lesión que al principio significa la dilación injustificada del procedimiento y la perdida de la impartialidad en el juzgador. Así puede incurrir el juez en “abuso de la jurisdicción”
, por ejemplo cuando provoca, injustificadamente, la dilación del proceso.

Teniendo en cuenta esto y mediante una interpretación sistemática y teleológica de la normativa, que nunca deje de lado a la CN, podríamos llegar a la conclusión que la moralidad respecto a los deberes de los jueces consistiría en mantener en todo momento la igualdad de partes, imparcialidad del juzgador, derecho de audiencia, equilibrio de armas, estado de inocencia, en definitiva resguardar estas garantías constitucionales.

Y controlar la efectiva vigencia del principio, respecto a la conducta de los jueces, corresponde también a los abogados de las partes,  la normativa vigente permite, creo, una interpretación en tal sentido. 

� Estudiante de la Facultad de Derecho y Ciencias Sociales de la UNC. Mat. 1995195823.


� Ossorio, Manuel. Diccionario de Ciencias Jurídicas Políticas y Sociales. Editorial Eliasta. 1994. 


� Benabentos, Omar. Teoría Unitaria del Proceso. Ed. Juris. Rosario. Mayo de 2001. p.119.


� Alvarado Velloso, Adolfo. Introducción al Estudio del Derecho Procesal. Rubinzal – Culzoni Editores. Sta. Fe. Mayo de 1997. T. I, p. 262.


� Enc. Jca. Omeba. Ed. Bibliográfica Argentina. Bs. As. 1960. T. XI p. 1289.


�  Alvarado Velloso, Adolfo. Introducción al Estudio del Derecho Procesal. Rubinzal – Culzoni Editores. Sta. Fe. Mayo de 1997. T. I, p. 70.
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